
    
 

Diputada Miriam Reyes Carmona. 

Presidenta de la Mesa Directiva  

Congreso del Estado de Guanajuato  

LXVI Legislatura.  

Presente.  

 

Diputada María Eugenia García Oliveros integrante del Grupo Parlamentario de MORENA 

en la LXVI Legislatura del Congreso del Estado de Guanajuato, con fundamento en los 

artículos 56, fracción II de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, y el artículo 

167, fracción II, 168 y 209 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato, 

me permito poner a consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa que reforma la 

Fracción II, inciso a) del artículo 68 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, en 

materia de igualdad de género y derecho humano al nombre, al tenor de los siguiente: 

Exposición de Motivos  

I. Derecho a la Igualdad y a la No Discriminación 

 La palabra «estirpe» es un vocablo de la lengua española que, en una sucesión hereditaria, 

establece el conjunto formado por la descendencia de una persona a quien ella representa 

y cuyo lugar toma. En los hechos, la estirpe de las familias se compone por las hijas e hijos 

de las personas, pero al encontrarse definida por el apellido paterno, las mujeres han sido 

eliminadas de los registros ancestrales de todas las estirpes. En España, país del que surgen 

tanto nuestro sistema legal como la organización social actual, fue hasta el siglo XV en que 

se empezaron a crear las líneas genealógicas claramente definidas por un apellido que 

identificara a las y los miembros de una misma familia. Fue así que surgieron apellidos que 

perduran hasta nuestros días, algunos surgidos de la conversión de los nombres de pila 

(González de Gonzalo, o López de Lope); o a raíz de los oficios: Herrero, Zapatero, Maestro 

—o sus adaptaciones Ferrer, Sabater, Mestre o Fuster en otros idiomas—, mientras que 

otros fueron creados según las características físicas del líder de las familias: Rubio, Calvo, 

Bermejo; y también hubo quienes hicieron una conversión toponímica (Francés, Aragón, 



    
 

Valencia, etcétera). En esta gran variedad de orígenes existía un único factor en común: sea 

cual fuere el surgimiento del apellido, éste se daba a raíz del nombre, oficio, características 

físicas o lugar de origen del pater familias , es decir: el hombre a la cabeza de la estirpe. En 

nuestro país, los antecedentes de las instituciones registrales datan desde la llegada de los 

españoles, cuando la iglesia católica atrajo a su poder el registro de la población, siendo los 

jerarcas católicos quienes tenían estas facultades a raíz de ser ellos quienes efectuaban los 

bautizos y los matrimonios, obteniendo así el primer acceso a los registros de las y los 

nacidos en América, dominio que no fue interrumpido sino hasta la expedición de las Leyes 

de Reforma, de las cuales forma parte la Ley Orgánica del Registro Civil —expedida el 28 de 

julio de 1859, en plena Guerra Civil— dando un paso esencial para lograr la secularización 

de los distintos ámbitos públicos que se encontraban en manos de la iglesia. 

Es a partir de ese momento, y junto con la Ley del Estado Civil de las Personas, que el Estado 

se determinó como el responsable primordial de otorgar y controlar el estado civil de las 

personas, que posteriormente se relacionaría con un concepto más avanzado: el derecho a 

la identidad personal, el cual otorga a cada individuo la oportunidad de contar con un 

nombre, un apellido, una nacionalidad y una familia. De forma indudable, el Registro Civil 

impacta en la formación de la nación, pues define a sus ciudadanos tanto en el terreno 

social como en el jurídico, y es a partir de su creación cuando el Estado comenzó a proveer 

a los individuos de la seguridad de su identidad. Hoy en día los distintos registros de los 

estados del país dan cuenta de la historia de toda la población, pues informan quiénes son 

las mujeres y hombres que habitan este país, dónde nacieron, con quién han contraído 

matrimonio, dónde murieron, etcétera. Si bien es cierto que la separación de la Iglesia y el 

Estado fue significativa y radical en materia registral, también es cierto que desde 1859 

hasta la fecha, el registro de las mexicanas y mexicanos —aunque eficiente y cada vez mejor 

realizado a raíz del avance de las tecnologías— continúa negando de manera amplia el 

derecho de las mujeres a la igualdad y a que su nombre sea parte de la identidad de su 

descendencia.  

II. Derecho Humano al Nombre  



    
 

El artículo 29 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que: 

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier 

otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos, con la aprobación del Congreso de la Unión o de la Comisión 

Permanente cuando aquel no estuviere reunido, podrá restringir o suspender en todo el 

país o en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen obstáculo 

para hacer frente, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiempo 

limitado, por medio de prevenciones generales y sin que la restricción o suspensión se 

contraiga a determinada persona. Si la restricción o suspensión tuviese lugar hallándose el 

Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones que estime necesarias para que el 

Ejecutivo haga frente a la situación; pero si se verificase en tiempo de receso, se convocará 

de inmediato al Congreso para que las acuerde. En los decretos que se expidan, no podrá 

restringirse ni suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discriminación, al 

reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, a la 

protección a la familia, al nombre , a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los derechos 

políticos; las libertades de pensamiento, conciencia y de profesar creencia religiosa alguna; 

el principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de la pena de muerte; la prohibición 

de la esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desaparición forzada y la tortura; ni 

las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos. [El resaltado es 

propio] 

En este sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), en el 

Amparo Directo en Revisión 2424/2011 estableció que, a raíz de la reforma constitucional 

del 10 de junio de 2011 en materia de derechos humanos, se podía determinar que el 

derecho al nombre es un derecho humano al encontrarse entre aquellos derechos que no 

podrán restringirse ni suspenderse ni siquiera en lo que se ha llamado un «estados de 

excepción»; sin embargo, también se hizo notar que la norma suprema no define lo que 

debe entenderse por «derecho al nombre» ni tampoco fijaba su sentido o alcance, por lo 

que resultaba necesario observar este derecho desde la óptica de los tratados 



    
 

internacionales en materia de derechos humanos y de sus interpretaciones autorizadas. 

Ante ello y con base en que el segundo párrafo del artículo 1o. constitucional exige que el 

sentido de los derechos humanos se interprete de conformidad con la propia Constitución 

y con los tratados internacionales, de forma tal que se favorezca de la manera más amplia 

a las personas; se tiene la obligación de analizar el contenido y alcance de tales derechos a 

partir de dos métodos interpretativos, a saber, el sistémico y el pro personae .  

Por su parte, el artículo 18 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, tratado 

internacional del que el Estado mexicano forma parte, establece que: Artículo 18. Toda 

persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de 

ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres 

supuestos, si fuere necesario. En consecuencia, la SCJN manifestó que la identificación 

cumple con la función de ser el nexo social de la identidad, siendo uno de sus elementos 

determinantes el nombre, derecho humano con el siguiente contenido y alcance:  

1. El nombre es el conjunto de signos que constituye un elemento básico e indispensable 

de la identidad de cada persona, sin el cual no puede ser reconocida por la sociedad.  

2. Está integrado por el nombre propio y los apellidos.  

3. Está regido por el principio de autonomía de la voluntad, pues debe ser elegido 

libremente por la persona misma, las madres, padres o tutores, según sea el momento del 

registro; por tanto, no puede existir ningún tipo de restricción ilegal o ilegítima al derecho 

ni interferencia en la decisión; sin embrago, sí puede ser objeto de reglamentación estatal, 

siempre que ésta no lo prive de su contenido esencial.  

4. Incluye dos dimensiones: la primera relativa a tener un nombre y, la segunda, 

concerniente al ejercicio de modificar el dado originalmente por los padres al momento del 

registro; por lo que, una vez registrada la persona, se debe garantizar la posibilidad de 

preservar o modificar el nombre y apellido.  



    
 

5. Es un derecho no suspendible, incluso en tiempos de excepción. Ahora bien, la Suprema 

Corte también señaló que los instrumentos internacionales permiten ciertas restricciones 

específicas respecto del ejercicio de los derechos humanos en ellos reconocidos, siempre 

que aquellas cumplan con los siguientes criterios: 

a) Estar previstas en ley (legalidad);  

b) Satisfacer un principio de necesidad;  

c) Estar acordes con los fines establecidos en los instrumentos internacionales;  

d) Ser razonables;  

e) Atender al principio de proporcionalidad; y  

f) Al principio de sociedad democrática.  

Por lo anterior, se precisó que la regulación para el ejercicio del derecho al nombre es 

constitucional y convencionalmente válida siempre que la misma se encuentre en ley, bajo 

condiciones dignas y justas y no para establecer límites que en su aplicación equivalgan en 

la realidad a una cancelación de su contenido esencial.  

De ahí que, la razón subyacente de la prohibición en estudio radicaba en el respeto del 

principio de la inmutabilidad del nombre, lo cual, a juicio de la SCJN, no podía considerarse 

como un fin legítimo y mucho menos como una medida necesaria, razonable ni 

proporcional.  

Es decir, se indicó que el derecho al nombre implica la prerrogativa de su modificación, 

misma que puede estar reglamentada en la ley a efecto de evitar que conlleve un cambio 

en el estado civil o la filiación, implique actuar de mala fe, se contraríe la moral o se 

busque defraudar a terceros.  

Por otro lado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación también ha definido de manera 

particular, que es inconstitucional obligar a registrar a un recién nacido anteponiendo el 



    
 

apellido paterno, estableciendo que la práctica de colocar el apellido del hombre primero 

relega a la mujer a un rol secundario en el ámbito familiar.  

Mediante la resolución del Amparo en Revisión 208/2016, la SCNJ confirmó que las madres 

y padres pueden decidir el orden de los apellidos de sus hijos, al declarar la 

inconstitucionalidad de la parte correspondiente del Código Civil de la Ciudad de México, 

cuyo mandato obliga a que el primer apellido sea el del padre y el segundo el de la madre.  

A raíz de esta declaración de inconstitucionalidad sobre una porción del artículo 58 del 

Código Civil para el Distrito Federal, misma que establece que «los recién nacidos serán 

registrados con el apellido paterno primero y el materno después», el máximo órgano 

jurisdiccional del país definió que dicha disposición establece un prejuicio que discrimina y 

disminuye el rol de las mujeres en las familias y, en consecuencia, en la sociedad, ordenando 

que se deberán expedir nuevas actas de nacimiento a las menores con el orden de los 

apellidos deseado por las madres y los padres. 

En esta importante resolución, la Suprema Corte confirma que la imposición del apellido 

paterno responde a un trasfondo histórico en el cual la concepción de éste como jefe y 

portador del apellido de la familia, relega a las mujeres al papel de simples integrantes, 

negando con ello las funciones indispensables de crianza, dirección y sostenimiento que 

cada vez con mayor frecuencia desempeñan las mujeres, tal como se ha expresado de forma 

previa en el apartado anterior de la presente iniciativa. 

De tal forma, no se encuentra justificado limitar el derecho de los padres a elegir el 

nombre de sus hijos a partir de prejuicios que pretendan perpetuar la situación de 

superioridad del hombre en las relaciones familiares.  

III. Situación Actual de los Hogares en México, 

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el 71 por ciento de los 

hogares en México son nucleares, esto quiere decir que se encuentran formados por la 

madre, el padre y las hijas o hijos; o sólo por la madre, o el padre con hijas e hijos. La 



    
 

información del Censo de Población y Vivienda 2020 muestra que, a nivel nacional, en 33 

de cada 100 hogares las mujeres son reconocidas como jefas de la vivienda, esto significa 

11 millones 474 mil 983 hogares.  

En las últimas décadas, los cambios ocurridos en México, tanto demográficos y económicos, 

como sociales y culturales, han influido en el aumento de los hogares con jefatura femenina, 

lo que ha motivado diversas investigaciones1 para conocer las causas y las condiciones en 

las que se desarrollan. También han suscitado nuevos retos en materia de política pública 

en apoyo a este tipo de hogares, por considerar la vulnerabilidad social y económica a la 

que pueden enfrentarse, al igual que las repercusiones sobre el bienestar de los miembros 

que los conforman.  

Algunos factores que se han documentado y que tienen un impacto en el crecimiento de 

los hogares en los que una mujer se encuentra al frente son:  

a) Los de tipo demográfico: el descenso de la fecundidad, los movimientos migratorios, el 

envejecimiento poblacional con una mayor esperanza de vida para las mujeres, el aumento 

de las prácticas conyugales y reproductivas consensuales;  

b) Los socioeconómicos: las crisis económicas en el las que han generado la caída de los 

ingresos reales de las familias, la escasez de empleo, la incorporación femenina en el 

mercado laboral, el abandono de los padres o la falta de reconocimiento sobre las hijas o 

hijos que se engendran; y  

c) Los socioculturales: se cuestiona el discurso patriarcal que considera al padre como 

autoridad máxima de la familia, nuevos roles de género y de responsabilidades de la mujer 

en el interior de los hogares y la búsqueda de una mayor autonomía de las mujeres. En la 

gran mayoría de los hogares mono maternales, el apellido que llevan las hijas o hijos es el 

del padre. 

Esta situación no es reciente y, de hecho, podemos encontrar hogares en los que por más 

de dos generaciones son las mujeres las que —por múltiples razones— lideran, dirigen y 



    
 

sostienen sus hogares, en muchos de ellos esta tercera generación continúa portando como 

primer apellido el de hombres que no conocen, o quienes por diversos motivos no han sido 

responsables económica y afectivamente.  

Por ello, para muchas hijas e hijos que han crecido en estos hogares, la posibilidad de elegir 

para su descendencia el apellido materno de sus madres no es solo una reivindicación de 

su propia identidad, sino el establecimiento de una estirpe que permita a las generaciones 

futuras el conocimiento de su origen, de sus tradiciones, y que permita también dar un 

reconocimiento a las mujeres que en muchas partes del país sostienen no sólo a las familias 

sino a sus comunidades a lo largo de las generaciones.  

Con base en lo previamente expuesto y a fin de dar mayor claridad respecto a la parte 

normativa que se pretende modificar, se presenta el siguiente cuadro comparativo: 

DICE DEBE DECIR 

Art. 68. El nombre estará constituido por el nombre 
propio y el primero y segundo apellidos, acorde a lo 
siguiente: 
 
 I. Para la asignación del nombre propio, se 
observará lo siguiente:  
 
a) Sólo podrá consignarse un nombre compuesto o 
hasta dos sustantivos;  
b) No se emplearán apodos; y  
c) No se emplearán diminutivos, salvo aquellos 
determinados por los usos y costumbres.  
 
Para el caso del registro extemporáneo de personas 
adultas, llevarán los mismos nombres propios con 
los que se acrediten; y 
 
II. Los apellidos corresponderán por su orden:  
 
a) Cuando el registrado se presente como hijo 
nacido dentro de matrimonio o comparezcan ambos 
padres a reconocerlo, llevará como primer apellido, 
el primero del padre y como segundo, el primero de 
la madre;  
b) Cuando el nacido se presenta como hijo fuera de 
matrimonio, sin comparecencia del padre, éste 
llevará los mismos apellidos de la madre; y  

Art. 68. El nombre estará constituido por el nombre 
propio y el primero y segundo apellidos, acorde a lo 
siguiente: 
 
 I. Para la asignación del nombre propio, se 
observará lo siguiente:  
 
a) Sólo podrá consignarse un nombre compuesto o 
hasta dos sustantivos;  
b) No se emplearán apodos; y  
c) No se emplearán diminutivos, salvo aquellos 
determinados por los usos y costumbres.  
 
Para el caso del registro extemporáneo de personas 
adultas, llevarán los mismos nombres propios con 
los que se acrediten; y 
 
II. Los apellidos corresponderán por su orden:  
 
a) Cuando el registrado se presente como hijo 
nacido dentro de matrimonio o comparezcan ambos 
padres a reconocerlo, en el orden que definan la, 
madre y el padre, pudiendo elegir de entre sus 
apellidos maternos y paternos.  
En los casos en que nazcan más hijos e hijas en el 
mismo núcleo familiar, éstos deberán llevar el 
mismo orden de apellidos que su primera hermana 
o hermano. 



    
 

c) Tratándose de menores cuyos padres se 
desconozcan, el Oficial del Registro Civil debe 
asignarles nombre y apellidos, en los términos del 
último párrafo del artículo 66 de este Código.  
 
Para el caso de registros extemporáneos de 
personas adultas, llevarán los mismos apellidos con 
los que se acrediten, salvo que se actualice alguno 
de los incisos anteriores. 
 

b) Cuando el nacido se presenta como hijo fuera de 
matrimonio, sin comparecencia del padre, éste 
llevará los mismos apellidos de la madre; y  
c) Tratándose de menores cuyos padres se 
desconozcan, el Oficial del Registro Civil debe 
asignarles nombre y apellidos, en los términos del 
último párrafo del artículo 66 de este Código.  
En todos los casos que se requiera, la o el juez del 
Registro Civil está obligado a registrar en el acta de 
nacimiento el nombre solicitado, con estricto 
apego a las formas orales, funcionales y simbólicas 
de comunicación pertenecientes a las lenguas 
indígenas.  
 
 

 

Finalmente, a fin de dar cumplimiento a lo establecido por el artículo 209 de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato; de aprobarse la presente iniciativa se 

generarían los siguientes impactos:  

I. Impacto Jurídico: De aprobarse la presente propuesta se reforma la Fracción 

II, inciso a) del artículo 68 del Código Civil para el Estado de Guanajuato.  

II. Impacto administrativo: no hay impacto administrativo 

III. Impacto Presupuestario: no hay impacto administrativo. 

IV. Impacto Social: una reivindica la propia identidad y el establecimiento de 

una estirpe que permita a las generaciones futuras el conocimiento de su 

origen, de sus tradiciones, y que permita también dar un reconocimiento a 

las mujeres que en muchas partes del país sostienen no sólo a las familias 

sino a sus comunidades a lo largo de las generaciones. 

Por lo antes expuesto y fundado, se somete a consideración de esta soberanía, la presente 

iniciativa con proyecto de:  

 

DECRETO 



    
 

Decreto por el que se reforma la Fracción II, inciso a) del artículo 68 del Código Civil para 

el Estado de Guanajuato, en materia de igualdad de género y el derecho humano al 

nombre Único. 

Se reforma la Fracción II, inciso a) del artículo 68 del Código Civil para el Estado de 

Guanajuato, en los términos siguientes: 

Artículo 68.  

… 

II. Los apellidos corresponderán por su orden:  

a) Cuando el registrado se presente como hijo nacido dentro de matrimonio o comparezcan 

ambos padres a reconocerlo, en el orden que definan la, madre y el padre, pudiendo elegir 

de entre sus apellidos maternos y paternos.  

En los casos en que nazcan más hijos e hijas en el mismo núcleo familiar, éstos deberán 

llevar el mismo orden de apellidos que su primera hermana o hermano. 

En todos los casos que se requiera, la o el juez del Registro Civil está obligado a registrar 

en el acta de nacimiento el nombre solicitado, con estricto apego a las formas orales, 

funcionales y simbólicas de comunicación pertenecientes a las lenguas indígenas.  

 

T R A N S I T O R I O S 

ÚNICO. – El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Diario 

Oficial del Estado de Guanajuato.  

 

Guanajuato, Guanajuato a 19 de febrero 2025 

 



    
 

 

Protesto lo necesario 

María Eugenia García Oliveros. 
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Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638755538280383644

Datos
Estampillados: c2nKgO9/90qztfN1zzGzeZjwnGk=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 397067333

Fecha
(UTC/CDMX):

19/02/2025  03 :24 :10  p .  m.  -
19/02/2025 09:24:10 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c

• Firma Electrónica Certificada •
Autoridad Certificadora del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato

FIRMA
Nombre Firmante: MARIA EUGENIA GARCIA OLIVEROS Validez: Vigente

No. Serie: 50.4c.45.47.30.31.00.00.00.0a.04 Revocación: No Revocado

Fecha (UTC/CDMX): 19/02/2025 03:15:19 p. m. - 19/02/2025 09:15:19 a. m. Estatus: Válida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena de Firma:

62-06-e0-e4-f2-a1-96-d8-f7-27-c6-dc-83-0e-e8-02-a0-f0-db-8a-3f-01-34-0c-19-8d-5f-13-5a-12-be-32-31-45-9c-c8-bc-58-fb-2e-94-50-4b-8d-f9-3a-
36-7d-aa-5a-e9-09-e5-0a-81-4f-fa-1c-93-73-c2-3c-1b-89-e6-6c-44-51-a9-6d-5f-46-ae-e1-10-a1-6e-95-72-04-16-e7-6e-76-df-bd-37-1b-55-ad-8b-e4-
9d-c5-85-8e-1a-f0-b2-c4-a5-6e-50-00-16-2b-64-50-ef-93-c7-f5-7e-82-e4-38-c9-8d-98-d1-75-96-fb-f0-94-31-cb-4c-29-0c-4d-af-5f-da-4b-a5-c9-be-
d6-be-c6-0f-06-e3-cb-26-02-b3-9a-76-a1-07-c3-7c-b2-05-f9-16-b0-43-b6-13-d8-7f-fc-d5-a3-a7-3d-4e-38-2f-1d-1d-ea-09-ff-49-33-03-d4-8c-68-09-
c0-5e-e1-52-8b-c0-64-fd-52-8b-9b-70-6b-59-82-f8-98-62-df-f7-8c-9f-c3-93-84-d5-a8-f6-4f-30-d2-e6-4a-a9-78-53-54-dc-ef-19-4c-3a-d9-72-bd-f6-
88-5a-d8-5d-78-6a-45-bd-69-31-a7-3f-a0-28-ca-87-7e-05-91-e9-53-98-db-5c-29-cb

OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

19/02/2025  03 :18 :07  p .  m.  -
19/02/2025 09:18:07 a. m.

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

19/02/2025  03 :17 :23  p .  m.  -
19/02/2025 09:17:23 a. m.

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 397066851

Fecha 19/02/2025  03 :17 :46  p .  m.  -



Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638755534438194176

Datos
Estampillados: nek2YVxCO+czDmYIV0jlSl19Vb4=

(UTC/CDMX): 19/02/2025 09:17:46 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c

• Firma Electrónica Certificada •
Autoridad Certificadora del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato


